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1. ¿Qué entendemos por “transparencia”?

Si bien no hay una definición común sobre qué es la transparencia en la administración pública,   la mayoría de las definiciones destacan que el incremento   de un   flujo de información accesible, precisa, entendible  y oportuna es un   factor fundamental para determinar el grado de transparencia en la gestión del Estado. 
Sin embargo, esta definición es vaga e inconsistente  como para guiar el diseño y la  implementación de una sólida política  de transparencia.  Desde este punto de vista, una política de transparencia debería articularse en dos planos normativos: uno asociado a la oferta de información y el otro a la demanda. Así, en un primer nivel normativo, debería sancionarse y aplicarse  un estricto régimen de publicidad para  los documentos administrativos que pudieran resultar claves para la toma de decisión de los/las  ciudadanas y para el ejercicio de la auditoria social sobre la gestión del Estado. En un segundo nivel, debería sancionarse y aplicarse un régimen  de derecho que garantice la realización del derecho subjetivo de todos/as las ciudadanas a poder    demandar y acceder a la información  pública sin necesidad de justificar  la causa ni el interés e incluyendo mecanismos efectivos  para reclamar administrativa y judicialmente por su incumplimiento.
Existe, lógicamente, una gran variedad de formas en las cuáles los distintos países han diseñado e implementado  leyes de acceso a la información en la práctica.  Pero en  términos generales, una ley de acceso a la información (LAI) correctamente diseñada puede generar los incentivos positivos  para mejorar  la transparencia en la administración del Estado. Una LAI ideal
 debería seguir ciertos parámetros básicos. 
El siguiente cuadro ilustra estos principios: 

	Principios centrales

	Ejemplo de aplicación 

	Apertura máxima de la información
	Las leyes  de acceso a la información  deben estar guiadas bajo los principios de máxima apertura  informativa.



	Obligación de publicar 
	Las  instituciones públicas deben  estar bajo la  obligación de hacer  pública periódicamente  información clave.

	Promoción de gobiernos abiertos
	Las instituciones deben propiciar e impulsar activamente el funcionamiento de gobiernos abiertos. 

	Alcance limitado de las excepciones
	Las excepciones deben estar claras y estrictamente delimitadas y deben someterse a rigurosas pruebas de “daño social” e “interés público”. 

	Eficiencia en el acceso a la información
	Las solicitudes de acceso a la información deben ser procesadas de forma expedita y justa y debe haber la posibilidad de una revisión independiente de todas las respuestas negativas. 

	Costos
	Los ciudadanos e individuos no deben  ser desalentados de exigir información a causa de costos económicos excesivos. Los costos no pueden superar el de fotocopiado o envío postal. 

	Reuniones abiertas
	Las reuniones en las instituciones deberían tener un carácter abierto y público. 


Estos principios han sido tomados y operacionalizados de distinta manera, siendo en algunas LAI más destacados que en otras.
. Sin embargo, a pesar de que se han realizado reformas gubernamentales para promover la transparencia en la mayoría de los  países de América Latina, los resultados deseados son aún limitados. Jonathan Fox
  analiza las nuevas reformas que se han realizado en la región para aumentar la transparencia, afirmando que éstas han estado, en general, más orientadas hacia fuera (con la intención de establecer credibilidad internacional) que orientadas hacia adentro (incrementando efectivamente  el acceso de información y modificando las prácticas y circuitos administrativos). 

2. El acceso a la información en  Argentina

Evaluar las condiciones en un país para realizar el derecho de acceso a la información pública no es una tarea sencilla en general, y mucho menos en un país federal como Argentina. 

En la Argentina no existe hasta la fecha una ley nacional de acceso a la información pública, como sí hay en México, Perú o Ecuador, por citar los principales ejemplos. Menos de la mitad de las 23 provincias sancionaron leyes provinciales de acceso a la información. Y la gran mayoría de los municipios no han regulado todavía el acceso a la información pública.  Esta situación desfavorable  se compensa sólo parcialmente con una ley de acceso a la información para la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y con un decreto presidencial (1172/03) para regular el acceso a la información pública en el Poder Ejecutivo, pero sin alcance sobre  los otros dos poderes del Estado.

Pero la realización del derecho de acceso a la información pública requiere de algo más que reglas formales. El desafío de transparentar la gestión del Estado y de garantizar el acceso de los ciudadanos a la información en poder del Estado implica una serie de reformas y medidas concretas que deben ser tomadas por los gobiernos para avanzar en la aplicación de ese derecho. Para dar un ejemplo de esta secuencia de reformas podemos tomar el caso de México: cuando el Congreso mexicano sancionó la Ley Federal de Transparencia y  Acceso a la Información Pública Gubernamental  (11/6/2002)   dejó en suspenso la aplicación de la ley por un período de 12 meses a partir de su entrada en vigencia para llevar a cabo las principales reformas administrativas necesarias.  La efectiva aplicación de la ley requiere de funcionarios públicos capacitados y motivados, de una sociedad civil conciente de su derecho, de nuevos circuitos administrativos y de una agencia de aplicación independiente y autónoma. Y una vez puesto en su lugar todos estos cambios se requiere de un efectivo monitoreo a cada una de las distintas agencias públicas que conforman el Estado. Dado que  el Estado no tiende a funcionar como una organización homogénea,  cada agencia pública responde muchas veces a incentivos e intereses políticos particulares. La reciente implementación de un monitoreo a la aplicación del decreto 1172 de acceso a la información pública en Argentina da cuenta de este fenómeno. El monitoreo realizado por el Centro de Implementación de Políticas Públicas para la Equidad y el Crecimiento
 consistió en un pedido de información masiva sobre las condiciones de transparencia y control en la asignación  de programas sociales focalizados.    El resultado del monitoreo demostró que los dos principales ministerios responsables de  la gestión de programas sociales  habían desarrollado   ambientes institucionales  opuestos. Mientras el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
garantiza el libre acceso a la información sobre los padrones del principal programa social focalizado, el Plan Jefes y Jefas de Hogar; el Ministerio de Desarrollo Social
 restringe el acceso a  esa información amparándose en la Ley Nacional de Protección de Datos Personales bajo el argumento de que los padrones de  programas sociales contienen datos personales de carácter sensible. Esta falta de uniformidad en la interpretación y la práctica del derecho de acceso a la información pública  nos permite verificar como  los dos principales ministerios  a cargo de la gestión de programas sociales aplican  de manera   contradictoria  el derecho de acceso a la información pública.

Por último, debemos tener en cuenta que la información pública en general, pero sobre programas sociales en particular, es un recurso de poder (central para el ejercicio político-clientelar). Sobre esta información se ejercen controles políticos y se declaran reservados ciertos datos. Y alguna información puede afectar negativamente la imagen del gobierno frente al electorado, especialmente información vinculada al desempeño y efectividad  del gobierno frente a la pobreza. Por estas razones la implementación de una política social transparente debe ser capaz de mantener separadas la capacidad técnica para generar y difundir información de las agendas políticas. 

3. El caso del Sistema de Información, Monitoreo y Evaluación de Programas Sociales 

En el campo de la gestión de programas sociales en Argentina existe el  Sistema de Información, Monitoreo y Evaluación de Programas Sociales (SIEMPRO). Un análisis de su  trayectoria, desempeño y  situación actual puede servir como indicador para evaluar de manera objetiva las condiciones institucionales de acceso a la información pública sobre la gestión de programas sociales.

El  SIEMPRO fue creado en 1995, mediante un decreto del Ministerio de Desarrollo Social, con el propósito de mejorar las condiciones de equidad, eficiencia y transparencia en los programas sociales. Contó desde sus orígenes con un fuerte y constante financiamiento del Banco Mundial y se lo presentó como el núcleo técnico duro de mayor importancia en el área de desarrollo social. Con este objetivo, el plan  del  SIEMPRO era colaborar con la reconstrucción de la capacidad institucional del Estado para abordar los problemas sociales a través de un sistema integrado de información, análisis, investigación, monitoreo, evaluación y capacitación sobre la base de un enfoque de gestión por resultados de las políticas sociales y su implantación a toda escala nacional y subnacional. Esta herramienta se vinculó directamente con la necesidad de construir una nueva institucionalidad pública fortaleciendo a la Autoridad social. Como generador de información el SIEMPRO desarrolló dos fuentes propias: 1) el Sistema Integrado de Monitoreo (SIM), responsable de producción de información permanente y regular sobre el desempeño de los programas sociales; 2) el Sistema de Identificación de Familias Beneficiarias de Programas Sociales (SISFAM), responsable de organizar información  sobre los beneficiarios actuales y potenciales de programas sociales. En síntesis: El SIM genera y organiza información sobre la oferta de los programas sociales, mientras el SISFAM permite caracterizar la demanda potencial de dichos programas. La combinación de ambas fuentes, en teoría, debería poder articularse de tal modo que la oferta de programas sociales coincidiera con la demanda definida por el SISFAM.  

Sin embargo, a medida que los gobiernos se sucedieron, la institucionalidad del SIEMPRO perdió independencia y los cuadros técnicos fueron entrando y saliendo con cada cambio de gestión. Este hecho sugiere que el factor  técnico que justificó la creación del SIEMPRO terminó siendo condicionado por a las demandas y presiones políticas. 

Así,  a mediados del año 2004, a raíz de la publicación de ciertos datos socio-económicos que contradecían la posición oficial, sorpresivamente, todas las bases de información del SIEMPRO fueron retirados del sitio web. 

Si bien SIEMPRO demostró las capacidades del Estado argentino de generar información social relevante y transparente, su sustentabilidad no resistió los intereses ni las demandas políticas de la actual coyuntura. Así, sin la independencia necesaria, la presión política desactivó el principal mecanismo productor y garante del acceso a la información pública sobre gestión de programas sociales. 

Concluyendo,  la realización efectiva del derecho de acceso a la información pública implica  un proceso de reforma institucional complejo.  Más allá de legislar  y reglamentar un sólido marco normativo, se necesita también  tomar una serie de medidas concretas para modificar conductas, incentivos  y procedimientos dentro y fuera  de la administración pública. Estos cambios institucionales indican que la transparencia se construye a través de un proceso lento e inestable. Además, como lo demuestra el caso del SIEMPRO, la  construcción  instituciones independientes con capacidad para garantizar y aplicar  una política de transparencia en la gestión de programas sociales enfrentan el desafío de su propia   sustentabilidad. Este tipo de instituciones, al avanzar en la difusión y publicidad de datos sobre el desempeño y el impacto de los programas sociales,  generan costos concentrados en un limitado pero poderoso grupo de actores políticos, y beneficios dispersos en la sociedad civil. Esta estructura de costos-beneficios
 sugiere que los grupos que eventualmente puedan sentirse  amenazados por la difusión de este tipo de información van a tener fuertes incentivos para  capturar  a la institución. Mientras los incentivos de los beneficiarios van a tender a ser más débiles, limitando la acción colectiva y la continuidad de la reforma.

4. Conclusión

En las sociedades actuales los programas sociales focalizados son los únicos servicios sociales que logran llegar directamente a las personas en situación de pobreza extrema. Estos  programas son políticas públicas fundamentales debido a su   impacto redistributivo
 a través de la  transferencia directa de recursos. Pero también constituyen un canal para ejercer derechos y recuperar el  status perdido de ciudadanía, integrando a las personas en condición de pobreza    a  la esfera pública  a través de la participación y el control de las políticas que afectan sus vidas. 
Sin embargo, para concretar este cambio es necesario llevar adelante una reforma institucional de los programas sociales y de las agencias públicas vinculadas a su gestión que garantice, como mínimo: 1) efectivo acceso a la información sobre criterios de elegibilidad, padrones de beneficiarios/as, fechas y lugar de inscripción, plazos de entrega de los beneficios, reglas operativas, estudios de impacto,  etc.; y 2) sólidos mecanismos de rendición de cuentas capaces de garantizar el acceso a la justicia para aquellas personas que frente a la exclusión de la pobreza son sometidos al abuso de poder.  Sin  esta reforma, los programas sociales corren el riesgo de seguir siendo, al igual que otros recursos públicos,     un insumo básico   para  las prácticas clientelares. 
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� Si bien este documento se concentra  en la calidad institucional de  la gestión de programas sociales contra la pobreza, no estamos sugiriendo     que las políticas sociales contra la pobreza deban  reducirse  a este tipo de intervenciones  focalizadas. Por el contrario, creemos que las únicas políticas sociales  exitosas en promover el desarrollo social y reducir  la desigualdad  son aquellas que combinan y complementan una sólida política social  universal con estrategias focalizadas para grupos en situación de pobreza extrema. 





